Dificultades probatorias frente a la responsabilidad disciplinaria en la administración pública en el departamento de Risaralda en el año 2016 by Sánchez López, Magda María & Bocarejo Bedoya, Heidy Jhoana
DIFICULTADES PROBATORIAS FRENTE A LA RESPONSABILIDAD 
DISCIPLINARIA EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN EL DEPARTAMENTO DE 
RISARALDA EN EL AÑO 2016 
 
 
MAGDA MARIA SÁNCHEZ LÓPEZ1 




El Derecho Disciplinario esta catalogado en nuestro ordenamiento jurídico dentro del 
genero del derecho sancionador del Estado; el cual busca en primera medida 
salvaguardar los fines del Estado y los preceptos de obediencia, disciplina, rectitud y 
eficiencia de los servidores públicos; razón por la cual ciertas autoridades 
administrativas en busca de la materialización de estos fines, tienen la facultad de 
imponer sanciones a los funcionarios que infringen el ordenamiento jurídico. El 
presente articulo pretende hacer una critica referente a las excesivas garantías y 
prerrogativas que concede el Derecho disciplinario a los Servidores que van en 
contravía de los preceptos y de los principios que rigen la función pública, ademas de la 
poca efectividad de las oficinas de control interno disciplinario para imponer sanciones 
ejemplarizantes que permitan sentar precedentes para que tanto los funcionarios como 
la comunidad en general vean en esta potestad de la administración un mecanismo 
efectivo para la materialización de los principios y valores estatales, de los cuales se 
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 Abstract 
 
The Disciplinary Right is cataloged in our legal system within the genre of the 
sanctioning right of the State; which seeks in the first instance to safeguard the ends of 
the State and the precepts of obedience, discipline, rectitude and efficiency of public 
servants; reason why some administrative authorities in search of the materialization of 
these aims, have the power to impose sanctions to the officials who violate the legal 
order. This article intends to make a criticism referring to the excessive guarantees and 
prerogatives granted by the disciplinary law to the Servants that are in contravía of the 
precepts and the principles that govern the public function, besides the little 
effectiveness of the offices of internal control disciplinary action to impose exemplary 
sanctions that allow precedents to be established so that both officials and the 
community in general see in this authority of the administration an effective mechanism 
for the materialization of state principles and values, from which necessarily follows the 
realization of their rights . 
 
Palabras Clave: Faltas disciplinarias, Servidor público, sanción, Principios de la función 
Pública, garantías.  
 









Este artículo responde a un análisis crítico de las normas que regulan los temas en 
materia disciplinaria y los procesos que efectúa el Estado en contra de sus 
funcionarios, toda vez que se considera que dichas normas impiden que se realicen 
procesos disciplinarios efectivos que den como resultado sanciones ejemplarizantes 
que permitan que las personas que prestan sus servicios como funcionarios públicos 
sean ejemplo de ética para la sociedad; para ello estudiaremos las fuentes jurídicas 
que se desprenden en primera medida de la Constitución Política de Colombia, la 
normatividad disciplinaria, la jurisprudencia y la doctrina jurídica, las cuales permitirán 
una aproximación a dilucidar las dificultades que en materia probatoria tiene la 
aplicación del Derecho Disciplinario y permitirán conocer la posición de diferentes 
doctrinantes nacionales e internacionales sobre la materia.  
  
Es importante dentro del análisis resaltar que los funcionarios públicos están sujetos a 
diferentes responsabilidades en su actuar frente al cargo que desempeñan; dichas 
responsabilidades pueden ser de carácter  fiscal, penal y disciplinario.  El presente 
artículo pretende hacer un análisis crítico acerca de la operancia del Derecho 
Disciplinario en Colombia y las dificultades que se presentan en este tipo de procesos y 
en concreto de cómo se adelantan los procesos en dicha materia,  teniendo en cuenta 
que hay factores externos e internos que influyen considerablemente en la eficacia y 
eficiencia de los procesos que adelantan los diferentes operadores disciplinarios, los 
cuales en su mayoría por estas causas terminan archivados sin que se emita una 
decisión de fondo sobre el asunto. De esta manera se analizarán los factores que 
inciden en que el proceso disciplinario no cumpla a cabalidad con su mayor objetivo, 
que es el de garantizar el correcto funcionamiento de la administración pública. 
 
Para ello se tendrá en cuenta la Constitución Política, la ley, la jurisprudencia, la 
doctrina y demás documentos que revisten importancia para el tema objeto de estudio, 
con el fin de determinar hasta qué punto se garantiza la eficacia de la Función Pública 
con los funcionarios que infringen el ordenamiento jurídico disciplinario.  
Planteamiento del problema 
 
Dentro del Derecho Disciplinario se presentan diversas dificultades que impiden 
culminar este tipo de procesos de manera efectiva, estas dificultades afectan de 
manera notoria el buen funcionamiento de la administración pública, teniendo en 
cuenta que existen servidores del Estado que pueden presentar en el desarrollo de sus 
funciones, actuaciones que no son acordes con la debida prestación del servicio 
público y sin la observancia de los deberes funcionales previstos en la Constitución 
Política, leyes y reglamentos que le son aplicables, situación que conlleva a que los 
fines del Estado no se materialicen de forma efectiva.  
En la práctica se ha observado que existen falencias de tipo administrativo y financiero 
que impiden que los procesos investigativos de quienes incurren en infracciones contra 
el Código Disciplinario Único, culminen con la imposición de sanciones que sin lugar a 
dudas opacan la adecuada prestación del servicio público. Cuando se mencionan fallas 
de tipo administrativo y financiero, es preciso anotar el poco apoyo que tienen las 
direcciones de Control Interno Disciplinario, pues en el caso que aborda el presente 
artículo, la unidad objeto de esta investigación, pretende visualizar las debilidades 
estructurales que tienen estas oficinas, las cuales se traducen principalmente en los 
escasos recursos tecnológicos que se les asiganan para el desarrollo de sus funciones, 
el no contar con personal suficiete para realizar los procesos de investigación y la 
consecución del material probatorio suficiente y concreto frente a las actuaciones del 
investigado, de igual manera tampoco existe acompañamiento por parte de los 
organismos judiciales para la recolección de elementos materiales probatorios como lo 
son el recaudo de testimonios y la posibilidad de conducir con policia a las personas 
que estan llamadas a declarar dentro de los procesos. Como estas un sinnúmero de 
herramientas inexistentes, que hacen difícil la aplicabilidad dogmática del Derecho 
Disciplinario.  
Al respecto hay que decir que las principales dificultades que se presentan en el 
derecho disciplinario a grandes rasgos son el garantismo, la carga de la prueba en 
cabeza del operador disciplinario  y las relaciones interpersonales o de “amistad” que 
existen entre los funcionarios investigadores y el presunto servidor infractor, situaciones 
que pueden desencadenar en falencias que muestran un derecho disciplinario frágil a 
la hora de sancionar a quienes actúan de manera contraria a los principios y postulados 
que rigen la función pública, dando como resultado una impresión a los ciudadanos de 
que el servidor público es poco cuidadoso y diligente en el desarrollo de sus funciones  
y aún así no hay medidas contundentes que lo reprendan o sancionen.  
En este orden de ideas, es necesario analizar de manera detallada cuales son las 
causas principales que generan las dificultades que se presentan en el desarrollo de la 
acción disciplinaria para los funcionarios de la Administración Pública; uno de los 
factores que inciden preponderantemente en una adecuada interpretación del Derecho 
Disciplinario es tal vez  la proliferación de normas existentes que regulan la materia, 
toda vez que para cada categoría de servidores existen normas o reglamentos que 
regulan especificamente su que hacer, situación que puede incidir en que a la hora de 
estudiar cada caso en concreto, la decisión que debe adoptar el operador disciplinario 
sea de acuerdo a su propia concepción de las situaciones, es decir existe cierta 
subjetividad a la hora de inferir si cierto comportamiento del servidor investigado puede 
estar enmarcado o no en la realización de una falta.  Otra situación que influye es que 
en cada cambio de administración, el pago de cuotas burocráticas indiscutiblemente se 
ve reflejado en un tráfico de influencias, puesto que para pagarsen favores políticos los 
gobernantes de turno, solicitan que las investigaciones se aplacen o que simplemente 
los procesos sean archivados. Asi mismo, el número reducido de funcionarios y 
contratistas que llevan a cabo las investigaciones  es una causa importante a la hora de 
analizar la acumulación desmedida en el número de procesos asignados a cada 
profesional. 
Otro factor que influye de manera significativa en la ineficacia de la acción disciplinaria 
es el hecho de  trasladar la carga de la prueba a las Oficinas de Control Interno 
Disciplinario, toda vez que en su mayoría carecen de los recursos y de los elementos 
necesarios para llevar a cabo su labor investigativa, además la consecución de las 
pruebas que permitan al operador disciplinario inferir más allá de toda duda razonable 
la responsabilidad del investigado es un obstáculo que impide culminar el proceso con 
la imposición de una sanción efectiva, para lo cual se  formula la siguiente pregunta de 
investigación. 
Identificación Del Problema 
 
¿En qué consiste la dificultad para probar la culpabilidad de los funcionarios públicos 




Tipo de investigación  
 
La presente investigación es de tipo cualitativo; método el cual se define de la siguiente 
mánera. “El enfoque cualitativo, puede definirse como un conjunto de prácticas 
interpretativas que hace al mundo visible, trasforman y convierten en una serie de 
representaciones en forma de observaciones, anotaciones, grabaciones y 
documentos”. (Hernandez, Fernandez, & Baptista, 2016). En este caso particular, los 
fenómenos son las dificultades que se presentan en el desarrollo de la acción 
disciplinaria para los funcionarios de la Administración Pública. El tipo de estudio se 
basa en la disertación a partir de casos, mediante la aplicación del método deductivo, 
en el cual, se parte de situaciones generales para llegar a situaciones concretas de los 
servidores públicos en desarrollo de su actividad. Este tipo de estudio, esencialmente 
desarrolla procesos en términos descriptivos e interpreta acciones, lenguajes, hechos 
funcionalmente relevantes y los sitúa en una correlación con el más amplio contexto 
social. (MARTÍNEZ, 2011). 
 
Método de investigación 
 
Con relación a lo enunciado anteriormente y en congruencia con el tipo de 
investigación planteada, se establece que el presente trabajo desarrollara la 
metodología de investigación descriptiva pues este tipo de investigación describe e 
interpreta las realidades investigadas y observadas desde el punto de vista conceptual 
de sus protagonistas; se apoya en la convicción de que las tradiciones, roles valores y 
normas del ambiente en que se vive se van internalizando poco a poco y van 
generando regularidades que pueden explicar la conducta individual y grupal de una 
forma adecuada. (MARTÍNEZ, 2011). 
Fundamentación teórica 
Respecto del tema objeto de estudio se desprende en primera medida que el artículo 
13 de la ley 734 de 2002 establece que: “En Materia Disciplinaria queda proscrita toda 
forma de Responsabilidad objetiva. Las faltas solo son sancionables a título de dolo o 
culpa”. De acuerdo al anterior precepto normativo es importante determinar si la 
extinción de la responsabilidad objetiva que acogió el legislador respecto de la 
determinación de las conductas de los servidores públicos, dificulta a los funcionarios 
de las Oficinas de Control Interno Disciplinario, probar la culpabilidad de los 
investigados, por cuanto y de acuerdo al criterio del legislador la sanción a una 
determinada conducta no se impone solo por el hecho de la ocurrencia de un resultado, 
sino que exige a los operadores disciplinarios, constatar si la acción que se investiga 
fue cometida por el funcionario bajo la modalidad del dolo o la culpa.  
Ahora bien, el articulo 13 de la ley 734 de 2002 ha sido considerado por diferentes 
doctrinantes como una extensión del articulo 29 superior, que prescribe que toda 
persona se presume inocente mientras no se le haya declarado judicialmente culpable, 
lo que implica que los Servidores solo podrán ser sancionados disciplinariamente luego 
de que se les haya realizado el respectivo proceso, respetando todas las garantías 
legales y Constitucionales consagradas para este tipo de Derecho Sancionador, solo 
después de verificar la realización de estos preceptos, se podrá llegar a establecer la 
responsabilidad del investigado y la imposición o no de una sanción.  
Por otra parte es necesario precisar que el Derecho Disciplinario por ser una extensión 
del Derecho sancionador del Estado, está revestido de innumerables garantías tanto de 
carácter procesal, como sustancial en donde se deben respetar principalmente los 
derechos al debido proceso, el derecho de defensa y contradicción, además de los 
principios de favorabilidad, legalidad presunción de inocencia, ilicitud sustancial, 
culpabilidad, no bis in ídem, entre otros. Lo que lleva a inferir que por esta causa el 
legislador no estableció dentro del Código Disciplinario Único, una lista detallada de 
comportamientos que fueran constitutivos de reproche disciplinario, esta tipificación se 
encuentra distribuida por todo el ordenamiento jurídico y no tiene una compilación 
especial en un solo código o ley. Razón por la cual al operador disciplinario le compete 
la tarea de remitirse a la normativa aplicable a cada caso concreto, a la hora de definir 
si el tipo de conducta que está investigando es constitutiva de falta disciplinaria y si la 
misma es sancionable a título de dolo o culpa, situación que puede  generar decisiones 
subjetivas, toda vez que las mismas quedan supeditadas al criterio de quien está al 
frente de cada proceso.  
De ahí que, diferentes intentos por ilustrar la dificultad para probar la culpabilidad de los 
funcionarios públicos en materia disciplinaria, han permitido marcar el punto de partida 
para que solo algunos estudiosos del derecho Disciplinario, hayan podido abordar esta 
problemática, con el fin de ahondar en las verdaderas causas que llevan a que los 
procesos que adelantan los funcionarios de las Oficinas de Control Interno Disciplinario 
no siempre terminen con la imposición de sanciones, ante comportamientos que la 
sociedad o el ciudadano de a pie consideran como reprochables. Se pude mencionar 
entonces a Nayive Adriana Vargas Preciado, aspirante a Especialista en Derecho 
Administrativo de la Universidad Militar Nueva Granada, quien ha ilustrado las prácticas 
en los procesos disciplinarios que generan irregularidades sustanciales y 
desconocimiento de los principios rectores. En su trabajo de grado, la profesional 
aborda de manera sustancial la forma como los principios rectores en la actuación 
disciplinaria, fundamentan el ejercicio de la potestad disciplinaria en la facultad para 
corregir las fallas o deficiencias, provenientes de la actividad de los servidores públicos. 
(VARGAS PRECIADO, 2012).  
De modo semejante, el Doctor Julián Eduardo Suárez Bohórquez, en el documento: La 
culpabilidad disciplinaria en los fallos de la Procuraduría General de la Nación y la 
necesidad de su interpretación jurídica y valoración probatoria de cara al estándar de 
“buen servidor público”, aborda rigurosamente el desempeño de la Procuraduría 
General de la Nación frente a su responsabilidad en la aplicación del Código 
Disciplinario Único en las investigaciones ocurridas frente a las actuaciones de los 
servidores públicos y su deber frente al Estado Colombiano; de esta manera menciona 
lo siguiente:  
“Lo anterior, sin duda alguna, lleva a una pregunta mucho más amplia acerca de la 
validez, legitimidad y eficacia de la doctrina sustancial y probatoria de la culpabilidad 
disciplinaria empleada por la Procuraduría General de la Nación, y objeto de control 
judicial contencioso-administrativo. ¿Debía tratarse al servidor público infractor de la ley 
disciplinaria como a un delincuente o como a un elemento útil a la Administración cuyo 
comportamiento debe ser corregido? ¿Es ese trato efectivo para el logro de los fines 
del derecho disciplinario, para la materialización de las garantías fundamentales de los 
presuntos implicados y para la mejora en la prestación de un buen servicio en la 
Administración?”. (SUÁREZ BOHÓRQUEZ, 2015). 
Para concluir el marco teórico y no menos importante, es preciso mencionar que, este 
artículo se adapta al trabajo para optar el título de Especialista en Derecho 
Administrativo, el desarrollado por los abogados Leonardo Ramos y Rafael Salazar 
Gartner, el cual materializa la efectividad del proceso disciplinario en la Oficina de 
Control Interno Disciplinario de la Gobernación del Risaralda. Los señores Ramos y 
Salazar, dilucidan el punto de partida que ha tenido el Derecho Disciplinario en el 
Departamento de Risaralda en especial en la Secretaria de Educación Departamental, 
sus debilidades, sus fortalezas, Identificar las faltas más frecuentes en que incurren los 
Funcionarios Públicos de la Secretaria de Educación e Identifican qué tipo de 
funcionarios son más reiterativos en la violación de las normas establecidas en el 
Código Disciplinario Único. (RAMOS & SALAZAR, 2010). 
De manera que, si bien el presente articulo se adapta al trabajo presentado por los 
Doctores Ramos y Salazar, es importante mencionar que no se enfoca a un 
determinado grupo de sujetos disciplinables, sino que abarca a todos los funcionarios 
públicos adscritos al Departamento de Risaralda, estableciendo las dificultades que 
tiene para el operador disciplinario,  probar la culpabilidad de los sujetos disciplinables, 
teniendo en cuenta no solo las garantías que se le deben respetar a los investigados, 
sino la proliferación de normas que existen en la materia, toda vez que según lo ha 
precisado la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el Derecho Disciplinario esta 
articulado por una serie de normas que tienen como fin regular el comportamiento de 
cada funcionario público en relación al servicio que presta al Estado, lo anterior quiere 
decir que el deber de respeto de quienes ostentan la calidad de  Servidores Públicos no 
solo esta prescrito para los preceptos que se encuentran contenidos en la constitución 
y las leyes, sino que cada servidor del Estado tiene la obligación de respetar los 
deberes establecidos en cada uno de los reglamentos que le son aplicables a cada 
categoría de servidor y cuya observancia se comprometen a respetar desde el 
momento de prestar juramento y empezar a ejercer el respectivo cargo.  
El otro aspecto que cabe mencionar es que el derecho disciplinario se caracteriza por 
que las conductas constitutivas de falta disciplinarias estan consignadas en tipos 
abiertos, es decir:  
La tipicidad en las infracciones disciplinarias se establece por la lectura 
sistematica de la norma que establece la función, la orden o la prohibición y 
de aquella otra que de manera genérica prescribe que el incumplimiento de 
tales funciones, ordenes o prohibiciones constituye una infracción 
disciplinaria. Esta forma de definir la tipicidad a través de normas 
complementarias, es un método legislativo que ha sido denominado el de las 
normas en blanco. Estas consisten en descripciones incompletas de las 
conductas sancionadas, o en disposiciones que no prevén la sanción 
correspondiente, pero que en todo caso pueden ser complementadas por 
otras normas a las cuales remiten las primeras.  ( Sentencia , 2001) 
Quiere decir lo anterior, que el legislador no dispuso de un listado detallado 
comportamientos o conductas que fueran prohibitivas a los servidores públicos, ni su 
posible sanción. Por cuanto, en materia disciplinaria “el fallador cuenta con un mayor 
margen de valoración e individualización de las faltas sancionables por la diversidad de 
comportamientos que pugnan contra los propósitos de la función pública y del régimen 
disciplinario”.  (Sentencia, 1994). Es decir el operador disciplinario a la hora de realizar 
las valoraciones del proceso que este conociendo,  debe hacer una remisión normativa 
y una  interpretación sistematica de las normas que regulan cada caso concreto.  
Del examen anterior se advierte que, las conductas que generan faltas disciplinarias en 
la categoría de los llamados tipos abiertos facultan el fallador con un amplio margen de 
valoración y apreciación, situación que puede desencadenar en decisiones basadas en 
la subjetividades, porque puede suceder que lo que para un operador constituya el 
incumplimiento de un deber para otro no lo sea de la misma manera, y es ahí donde se 
producen fallos en los que no se ve efectivizado el objetivo primordial del Derecho 
Disciplinario que es el de salvaguardar el correcto desempeño de la función 
administrativa del Estado, a través de la imposición de sanciones a quienes infringan o 
pongan en peligro la buena marcha de la Gestión Pública.   
Otro aspecto que se debe tener en cuenta a la hora de apreciar las inmurables 
garantías que tienen los investigados respecto de la imposición de sanciones previstas 
en el código disciplinario único, es la llamada ilicitud sustancial, principio del Derecho 
Disciplinario que establece en su articulo 5 que: “la falta será antijurídica cuando afecte 
el deber funcional sin justificación alguna”. Lo que significa que el fundamento de la 
responsabilidad disciplinaria del Servidor Publico es el incumplimiento de los deberes 
funcionales y no la simple infracción a un deber,  es decir que el resultado material de 
la conducta no es esencial para que se estructure la falta disciplinaria y así lo ha 
entendido la Corte Constitucional al establecer que:  
“El objeto de protección del derecho disciplinario es sin lugar a dudas el 
deber funcional de quien tiene a su cargo una función pública. El 
incumplimiento de dicho deber funcional es entonces necesariamente el que 
orienta la determinación de la antijuricidad de las conductas que se 
reprochan por la ley disciplinaria. Obviamente no es el desconocimiento 
formal de dicho deber el que origina la falta disciplinaria, sino que, como por 
lo demás lo señala la disposición acusada, es la infracción sustancial de 
dicho deber, es decir el que se atente contra el buen funcionamiento del 
Estado y por ende contra sus fines, lo que se encuentra al origen de 
la antijuricidad de la conducta”.  ( Sentencia , 2002). 
Para concluir este punto es importante establecer, si todas las garantías 
constitucionales y legales con que cuentan los Servidores del Estado, así como la 
indeterminación de sus conductas, el principio de ilicitud sustancial y la subjetividad a 
las que quedan supeditadas las decisiones de los procesos, es un obstáculo que 
impide culminar las investigaciones con la imposición de sanciones efectivas, que 
sirvan de ejemplo para la sociedad y si ello permite materializar los postulados 
contenidos en el artículo 209 superior, es decir si con ello se garantiza el acatamiento 




“El derecho disciplinario comprende el conjunto de normas, sustanciales y 
procesales, en virtud de las cuales el Estado asegura la obediencia, la 
disciplina y el comportamiento ético, la moralidad y la eficiencia de los 
servidores públicos, con miras a asegurar el buen funcionamiento de los 
diferentes servicios a su cargo”. (BARRERA, 1996). 
 
Con base en la anterior cita de la sentencia C-034/1996 MP. BARRERA CARBONELL, 
es preciso mencionar que el derecho disciplinario, se enmarca dentro el ius puniendi 
estatal el cual tiene como objeto prevenir y sancionar las conductas o comportamientos 
que vayan en contravia con el acatamiento de las normas y deberes establecidos en el 
ordenamiento jurídico para los servidores del Estado, o cuando esten en contravía con 
el adecuado funcionamiento de la administración publica y de los principios que la 
rigen.  
 
De esta forma es entonces importante decir que la Asamblea Nacional Constituyente 
de 1991 en la Carta Magna, destacó en el artículo 209  la prioridad del que hacer 
administrativo bajo los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 
desconcentración de funciones. (CONSTITUCIONCOLOMBIA.COM, 1991), con la 
firme intención de la priorización del interés general sobre el particular, además de 
brindar herramientas administrativas para velar por el estricto cumplimiento de dichos 
principios, herramientas canalizadas bajo las oficinas de control interno disciplinario,  
Toda vez que el articulo 76 del Codigo Disciplinario Unico establece que toda entidad u 
organismo del Estado, deberá organizar una oficina del mas alto nivel, encargada de 
fallar en primera instancia los procesos disciplinarios que se adelanten en contra de sus 
servidores.   
 
Razón por la cual estas Dependencias deben encaminar sus actuaciones para tratar de 
salvaguardar los principios establecidos en la norma superior y para tratar de 
contrarrestar las falencias que presentan los organismos y Entidades Estatales en la 
prestación de los diferentes servicios a su cargo. Asi pues, por la importancia que 
reviste la función que realizan, necesariamente estas oficinas deben ser apoyadas por 
cada Entidad Estatal con recursos administrativos, tecnologicos y financieros  que le 
permitan a sus encargados ejercer sus funciones cabalmente y ello se refleje en la 
efectividad de sus procesos.  
 
Por otra parte, y teniendo en cuenta que esta rama del Derecho siempre ha estado 
ligada a los postulados que establecen tanto el Derecho Penal y el Derecho 
Administrativo Sancionador, referente a los principios y garantías que se deben 
respetar no solo en estas, sino en todas las ramas del Derecho, surgió para algunos 
estudiosos de esta disciplina la necesidad de crear un Derecho Disciplinario Autónomo 
y por medio del cual se pudieran crear doctrinas propias que llevaran a consolidarlo 
como una rama del Derecho totalmente independiente y soberano. 
 
Situación que se vio mas cercana en los año 90 por los cambios que atravesaba el 
Estado colombiano, los cuales desencadenaron no solo la constitución de la Asamblea 
Nacional Constituyente, sino también la afortunada implementación de la Constitución 
política de 1991 que trajo consigo grandes avances en lo político, económico y social; 
como consecuencia de lo anterior el Derecho Disciplinario tuvo cierta independencia de 
los postulados establecidos tanto para el Derecho Sancionador del Estado, como para 
el Derecho Penal y se consiguió que fuera una disciplina donde se establecieran 
principios y garantías propias. Años mas tarde con la expedición de la ley 201 de 1995 
se logró la separación del Derecho Disciplinario, para convertirse en una rama 
independiente con reglas, postulados y doctrina propia, pero sin desligarse totalmente 
de los derechos y garantías que otorgan estas disciplinas.  
 
A pesar de la grandes expectativas que se tenía con estas reformas en la normatividad 
disciplinaria, las mismas fueron desafortunadas e infructosas, toda vez que si bien la 
ley 200 de 1995 trajo consigo grandes avances relacionados con la unificación de la 
dispersa legislación que existía en el ordenamiento disciplinario, no es menos cierto 
que cuando se empezó aplicar, los diferentes operadores disciplinarios dectaron 
vacios, deficiencias inconsistencias y demás problemas que fueron aumentando a 
medida que iba avanzando su aplicación, en su momento se decía que una de las 
mayores deficiencias estaba relacionada con el régimen de sanciones; puesto que ese 
sistema no permitia imponer sanciones que estuvieran acordes con la gravedad de las 
conductas realizadas; pues por ejemplo en el caso de las faltas gravísimas que son las 
únicas que permitían la destitución del funcionario, estas debían ser taxativas y en el 
anterior código se podía evidenciar que su numeración era muy escasa; es decir no se 
incluían dentro de esta categoría las conductas que afectaban gravemente el correcto 
funcionamiento de la administración pública y por tal razón los funcionarios que 
incurrían en ellas no podían ser castigados de acuerdo a la gravedad de la falta; asi 
mismo las sanciones que se imponían eran irrisorias para la gravedad de los hechos 
que se cometían.  
 
Razones suficientes las anteriores para tratar de implementar un nuevo Código 
Disciplinario que permitiera solucionar en mayor medida las deficiencias descubiertas 
en la anterior legislación,  es asi como el día 05 de febrero del año 2002 se expide la 
ley 734 de 2002, con el objeto de dotar la legislación disciplinaria de una estructura 
lógica que garatizará a sus destinatarios la seguridad jurídica que se deriva de 
interpretaciones inspiradas en criterios uniformes y coherentes (EXPOSISCIÓN DE 
MOTIVOS LEY 734 DE 2002). También se incluyeron en el nuevo código, mas 
principios rectores con contenido garantista, se incluyó un nuevo catalogo de faltas 
gravisimas, deberes y prohibiciones, se estructuró el régimen de los particulares y se 
trato de implementar un sistema que diera mayor celeridad y agilidadad a las 
actuaciones disciplinarias. Elementos que han contribuido a reducir la imprecisión que 




Autonomía del Derecho Disciplinario vs el Derecho Penal 
 
Con la expedición de la ley 734 de 2002 también se dio mayor independencia al 
Derecho Disciplinario, toda vez que le dio mayor autonomía, frente a las demás ramas 
del derecho, especialmente frente al Derecho Penal, dado que estableció los 
procedimientos a seguir, tipificó las conductas en graves, gravísimas, leves y estipuló 
los principios que rigen la ley disciplinaria. Sin embargo, es importante hacer una 
comparación entre cómo funcionan ambas materias para terminar de depurar todas las 
dudas que se puedan presentar en la aplicación de una y otra. Así pues, en el derecho 
disciplinario el operador disciplinario evalúa el comportamiento del investigado con 
relación a una gama de normas y principios de carácter ético debido a su investidura 
como servidor público, mientras que el juez penal, hace la confrontación de la misma 
conducta contra tipos penales específicos, es decir persiguen bienes jurídicos distintos. 
De ahí que sea viable que se pueda condenar por un lado y absolver por el otro. “Para 
que haya falta disciplinaria se requiere la tipificación de la conducta como falta y la 
demostración de la culpabilidad, esa conducta tipificada como falta en las normas 
legales que regulan el régimen disciplinario a que está sometido el funcionario 
investigado”. (RODRIGUEZ, 1991). Un paralelo de Derecho Disciplinario y el Penal es 
que las sentencias disciplinarias tienden a ser discrecionales, por lo que no son 
taxativas, no necesita de que estén tipificadas, como tal para que sean punibles para 
que estas sean faltas disciplinarias, no solo son las recogidas en el Código Disciplinario 
Único, sino las que se encuentra establecida en cualquier otro reglamento. (DAZA, 
2011). 
 
Derecho Penal y Derecho Disciplinario 
 
Análisis desde la jurisprudencia 
 En la Sentencia T 413/92 del 4 de septiembre M. P José Gregorio Hernández 
Galindo, respecto del análisis sobre la violación al principio de Non Bis Idem, 
establece la Corte Constitucional que: “no se viola el principio Non Bis in Idem, 
por cuanto el juicio realizado en dos jurisdicciones distintas implica una 
confrontación con normas de categoría, contenido y alcance distinto. (Sentencia 
de Tutela, 1992). Toda vez que los fines, intereses y los bienes jurídicos que 
protejen en una y otra rama del Derecho son sustancialmente distintos.  
 En la Sentencia C244/96 del 30 de mayo M. P Carlos Gaviria Díaz, la Corte 
Constitucional realizo la siguiente precisión: “Cuando se adelanta un proceso 
disciplinario y uno penal contra una misma persona, por unos mismos hechos, 
no se puede afirmar válidamente que exista identidad de objeto ni identidad de 
causa, pues la finalidad de cada uno de tales procesos es distinta, los bienes 
jurídicamente tutelados también son diferentes, al igual que el interés jurídico 
que se protege. (Sentencia, 1996). Significa lo anterior que el proceso 
disciplinario lo que se persigue es el correcto funcionamiento de la 
administración publica y que los servidores que prestan sus servicios al Estado, 
encaminen sus actuaciones hacia el respeto de los principios y postulados que 
rigen la función publica, mientras que el Derecho Penal lo que busca es la 
protección de bienes jurídicos de mayor importancia y de relevancia social, entre 
los cuales esta la preservación de la vida.  
 En Sentencia T1102/05 del 28 de octubre M.P Jaime Araujo Rentería, la Corte 
Constitucional realiza una clara diferenciación entre estos dos Derechos 
Sancionadores y establece que: Lo más importante de esta diferenciación es la 
finalidad, bienes protegidos e interés jurídico, es la conclusión según la cual en 
cada uno de esos procesos se evalúa la conducta del implicado frente a unas 
normas de contenido y alcance propios. (Sentencia , 2005). 
Como lo ha dicho la misma Corte Constitucional, hay diferencias sustanciales entre una 
y otra modalidad del Derecho Sancionador del Estado, son diferentes tanto los objetos,  
las finalidades que persiguen y los bienes jurídicos protejidos, por un lado el Derecho 
Penal, es aplicable a todos los ciudadanos que cometan un delito de cualquier índole, 
mientras que el Derecho Disciplinario solo es aplicable a las personas que tienen la 
calidad de servidores públicos y solo en el ejercicio de sus funciones, el Derecho 
Disciplinario es un derecho correctivo y sancionador que se aplica a los funcionarios 
que no cumplan debidamente con los postulados que rigen la función pública o que 
incurran en inhabilidades o incompatibilidades que afecten la transparencia e 
imparcialidad en la prestación de los servicios en cabeza del Estado. Otra diferencia 
evidente entre estas dos disciplinas es la sanción, en el Derecho Penal por lo general 
se impone la pena privativa de la libertad, mientras que el Derecho Disciplinario las 
sanciones estas sujetas a la labor o función que desempeñe cada  servidor público, 
estas son diferentes y especificas para cada categoría, y se evalua de acuerdo a la 
falta en que se incurrió, y puede pasar por una multa, una suspensión del cargo o 
incluso llegar a la destitución del mismo.  
 
Dificultad desde el principio de La culpabilidad en el Derecho Disciplinario 
  
Si bien la ley 734 de 2002 represento un gran avance con relación a las falencias que 
venía presentando la anterior normativa en materia disciplinaria, también en la 
aplicación practica del Código Disciplinario Único se han evidenciado, vacios que se 
traducen en ventajas para el servidor público infractor, toda vez que la aplicación de 
ciertas garantías y principios queda supediditada a la voluntad del operador 
disciplinario que este conociendo del proceso. Una de las garantías mas importantes 
de la ley disciplinaria se encuentra establecida en el artículo 13 del Códico Único 
Disciplinario, mediante el cual se elimina toda forma de responsabilidad objetiva; es 
decir para que proceda la sanción el operador disciplinario tiene el deber de demostrar 
que la conducta reprochada se cometio bajo la modalidad del dolo o la culpa y de esta 
forma lo ha entendido la Corte Constitucional al establecer en la sentencia C-155/02 
que.  
“Si la razón de ser de la falta disciplinaria es la infracción de unos 
deberes, para que se configure violación por su incumplimiento, el 
servidor público infractor sólo puede ser sancionado si ha procedido 
dolosa o culposamente, pues el principio de la culpabilidad tiene 
aplicación no sólo para las conductas de carácter delictivo sino también 
en las demás expresiones del derecho sancionatorio, entre ellas el 
derecho disciplinario de los servidores públicos, toda vez que “el derecho 
disciplinario es una modalidad de derecho sancionatorio, por lo cual los 
principios de derecho penal se aplican mutatis mutandi en este campo 
pues la particular consagración de garantías sustanciales y procesales a 
favor de la persona investigada se realiza en aras del respeto de los 
derechos fundamentales del individuo en comento, y para controlar la 
potestad sancionadora del Estado”. (CORTE CONSTITUCIONAL, 2002). 
 
Para ilustrar mejor el panorama es importante traer a colasión la cita que hace la 
doctora Marlly Lucey Acosta González en su tesis el Principio de la Culpabilidad en el  
Derecho Disciplinario, donde la abogada expone la necesidad de fundamentar la 
responsabilidad disciplinaria en el aspecto subjetivo, y no en el objetivo, respecto de las 
actuaciones del investigado; es decir que al momento de analizar el proceder del sujeto 
disciplinado se debe tener en cuenta la intencionalidad de su actuar; esto es que me 
manera consiente haya querido su realización o que no queriendo producir un 
resultado, su actuar se hubiera enmarcado dentro de los llamados omisivos o 
descuidados. (ACOSTA, 2014).  
 
Una vez entendido el concepto del principio de culpabilidad en materia disciplinaria, es 
importante hacer claridad en que, las figuras jurídicas del dolo y la culpa no estan 
propiamente definidas en el ámbito disciplinario, razón por la cual surge la necesidad 
de remitirse al Derecho Penal para tratar de comprender la definición de estas dos 
figuras jurídicas, que tienen tanta relevancia e importancia en el ordenamiento jurídico 
Colombiano, para ello nos remitiremos a lo que dice el Doctor Yamid Enrique Cotrina 
Gulfo en su tesis: Análisis Sobre Las Modalidades De La Conducta Disciplinaria Con 
Relación A La Teoría Finalista Del Derecho Penal, la cual lleva a concluir que para que 
las actuaciones disciplinarias culminen con la imposición de una sanción dentro del 
proceso, el juzgador disciplinario debe tener plenamente probado que el servidor 
público realizó la conducta con la intención de causar un daño, es decir, que actúo con 
malicia, y con plena consciencia de estar contrariando el ordenamiento jurídico; lo 
anterior respecto a la modalidad Dolosa de la conducta.  (COTRINA, 2017). Ahora bien, 
respecto de la figura de la Culpabilidad es necesario esclarecer dentro de la 
investigación que el servidor infractor realizó su actuacion faltado al deber objetivo de 
cuidado, es decir que no colocó a sus actuaciones la diligencia y el cuidado que le son  
predicables a una persona medianamente cuidadosa.  
 
Dificultad desde la carga de la prueba 
En cualquier tipo de proceso es necesario tener en cuenta el régimen probatorio. 
Cuando se habla de régimen probatorio, se refiere a la ciencia que estudia las normas 
jurídicas que regulan la pruebas, construyen el pasado, analizan el presente y deducen 
el futuro. Las pruebas tienen que ser aportadas en un proceso para adoptar cualquier 
decisión, la prueba debe ser legal y oportunamente allegada al proceso y son nulas las 
obtenidas con violación al debido proceso. Las pruebas cumplen una finalidad 
específica y es la de llevar al juez, en este caso al operador disciplinario a la verdad 
real más allá de toda duda razonable. Ahora bien, el fin de las pruebas tal y como ya se 
señaló es llevar al total convencimiento del Juez de la responsabilidad del implicado, 
principio del derecho penal denominado In Dubio Pro Reo, lo que en derecho 
disciplinario se conoce como el principio del In Dubio Pro Disciplinado que indica que la 
duda debe resolverse a favor del investigado.  
Así las cosas, es claro que toda decisión y fallo debe fundarse en pruebas legales y 
oportunamente allegadas al proceso, de esto nace un interrogante ¿A quién 
corresponde la carga de la prueba en materia disciplinaria?  
 
En materia disciplinaria, el artículo 128 ley 734 de 2002 - Código Único Disciplinario, 
menciona que la carga de la prueba corresponde al Estado, sobre el asunto se 
refiere también la Corte Constitucional señalando que:  
 
(...)Recuérdese que en materia disciplinaria, la carga probatoria 
corresponde a la Administración o a la Procuraduría General de la Nación, 
según el caso; dependiendo de quién adelante la investigación, y son ellas 
quienes deben reunir todas las pruebas que consideren pertinentes y 
conducentes para demostrar la responsabilidad del disciplinado”.  (Sentencia , 
1996) 
 
Asi mismo señala la Corte Constitucional que:  
“El régimen probatorio aplicable en los procesos disciplinarios que se 
adelantan contra los servidores públicos está regulado en el Título VI de 
la Ley 734 de 2002, que consagra la necesidad de que toda decisión se 
fundamente en las pruebas legales y debidamente aportadas al proceso. 
A ese punto hace referencia el artículo 128 que, adicionalmente, le 
atribuye al Estado la carga de la prueba en estos procesos”. (Corte 
Constitucional, 2012).  
 
La sentencia T319A, también hace referencia al artículo 128 de la ley 734 de 2001, 
estableciendo que en el derecho disciplinario la carga de la prueba corresponde al 
Estado, pues es quien debe probar el supuesto de hecho que persigue, mediante 
elementos que le permitan al juez llegar a la verdad real, sin duda de lo expuesto.  
 
En la sentencia C- 155 del 2002, la Honorable Corte Constitucional expresa que no 
solo se debe demostrar la adecuación típica y la antijuricidad de la conducta, sino que 
también le corresponde al fallador en materia disciplinaria probar la culpabilidad del 
individuo investigado, de acuerdo al alcance y la definición que sobre el dolo y la culpa, 
trae el código penal.  (CORTE CONSTITUCIONAL, 2002). 
 
Con ello se entiende que en materia disciplinaria los principios, anteriormente 
estudiados y los cuales fueron introducidos en el Codigo Disciplinario Único por el 
legislador, pretenden garantizar en grado sumo los derechos y garantías del 
investigado y en especial el Derecho al Debido proceso establecido en el artículo 29 
superior.  
 
De lo anterior se puede concluir que el legislador le otorgó bastas garantías a los 
servidores públicos que se vieran inmersos en investigaciones disciplinarias, sin 
embargo a la hora de la implementación de la ley, no tuvo en cuenta que así como se 
otorgaban estas garantías, también debían proporcionar a los operadores disciplinarios 
las herramientas y elementos contundentes que les fueran útiles para imponer a los 
infractores sanciones ejemplarizantes.  
 
Lo que evidencia un desequilibrio entre el Investigado y el Ente investigador, puesto 
que mientras al primero le otorgó bastas garantías, al segundo le resto efectividad. 
Prueba de esto es lo que sucede en las Oficinas de Control  Interno Disciplinario de las 
Administraciones Públicas, en especial la del Departamento de Risaralda, en la cual los 
procesos son archivados incluso en la etapa preliminar, porque  los funcionarios 
encargados de investigar estos procesos y demostrar el elemento subjetivo, (dolo o 
culpa), no cuentan con las herramientas suficientes para recolectar pruebas  
contundentes que les permitan inferir más allá de toda duda razonable la 
responsabilidad del investigado. Lo anterior es solo una muestra de la poca efectividad 
del Derecho Disciplinario y lleva a concluir que se deben implementar ciertos cambios 
que permitan efectivizar el objeto principal de esta disciplina del Derecho que es tan 
necesaria para garantizar y salvaguardar los principios y valores estatales, a través de 
sus servidores que deberían ser ejemplo de ética y rectitud para toda la sociedad.     
 
Resultados y hallazgos 
 
1. Al hacer el ejercicio de preguntarle a las personas la percepción que tienen acerca 
de los servidores públicos, se reflejó que generalmente no son tan favorables. Así lo 
soportan varias encuestas realizadas, entre las que podemos destacar la investigación 
realizada por el grupo Multidisciplinario de Políticas Públicas de la escuela de Gobierno 
de la Universidad de los Andes, la cual establece que las entidades del estado 
colombiano han perdido fuerza frente a la credibilidad de los ciudadanos, puesto que 
según la referida investigación el 38,2% de los colombianos tiene poca o ninguna 
confianza en los Servidores de Estado. Por otro lado la World Value Survey. (WORLD 
VALUES SURVEY, 2012) encontró dentro de su investigación una gran fisura entre la 
norma y la realidad organizacional, pues se hicieron varias entrevistas y se analizaron 
documentos oficiales. Las falencias más comunes se encontraron en la dificultad para 
regular el diseño de concursos con el perfil del seleccionado y las necesidades de la 
entidad, problemas para desvincular a funcionarios con bajo rendimiento, baja 
movilidad de los servidores de carrera, encontraron demoras en los procesos de 
selección y que el método actual para evaluar el desempeño de los funcionarios es 
poco efectivo. Esta investigación permite concluir que la normatividad que actualmente 
rige al sector público no cumple cabalmente con el adecuado desempeño de la función 
pública, razón por la cual  el Estado hoy enfrenta un gran reto, y es hacer un reajuste a 
las normas vigentes y hacer más efectiva una política integral que se acerque más a 
las necesidades de los ciudadanos. (EL ESPECTADOR, 2015).  
2. Teniendo en cuenta lo anterior, es claro que las falencias presentadas por los 
Servidores públicos en el ejercicio de sus funciones,  afectan directamente la 
prestación de los servicios a cargo del Estado  y a la vez da pie para que se generen 
situaciones con cierto grado de corrupción. Lo cual apunta a la ineficiencia del Estado y 
que se relaciona con el mal manejo de los sistemas de planeación y organización. 
 
Conclusiones 
1. Las normas que regulan los temas en materia disciplinaria y los procesos que 
efectúa el Estado en contra de los funcionarios se pueden denominar como garantistas 
para el investigado, pues se considera que dichas normas impiden que se realicen 
procesos disciplinarios efectivos que den como resultado sanciones ejemplares para 
quienes infringen las leyes o reglamentos en ejercicio de su función como servidores 
públicos. 
 
2. Los Gobernantes del Departamento de Risaralda, poca atención le prestan a la 
Oficina de Control Interno Disciplinario, pues no inyectan recursos para satisfacer las 
necesidades logísticas, tecnológicas y humanas de la Dirección, lo que repercute en la 
escasa imposición de sanciones a los funcionarios investigados.  
 
3. Los investigadores, en este caso los abogados de la Gobernación de Risaralda, no 
cuentan con el suficiente respaldo de las demás autoridades jurisdiccionales,  para 
efectuar acordemente los procesos investigativos y por ende la recolección de pruebas 
se convierte en una tarea de difícil consecución. 
 
4. Frente a las estadísticas en el año 2016 de la Gobernacion de Risaralda, referente al 
indicador: numero de quejas radicadas (143), sobre numero de procesos que 
culminaron en fallo sancionatorio (2), es notorio y casi que palpable que la mayoría de 
procesos se archivan (60),  situación que se da muchas veces por falta de pruebas, de 
acompañamiento, y falta de recursos o también por el llamado “trafico de influencias”, 
pues en el momento de constatar pruebas frente a cada proceso, se aprecia que son 
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